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                                                                                                           Concepto No. 5725

Bogotá, D.C., 18 de febrero de 2014
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF:
Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 11 de la Ley 89 de 1890, “Por la cual se determina la manera como deben ser gobernados los salvajes que vayan reduciéndose a la vida civilizada”.

Demandante: CAMILO ANDRÉS RODRÍGUEZ RODRÍGUEZ
Magistrada Sustanciadora: MARÍA VICTORIA CALLE CORREA

Expediente No. D-10001
Concepto No. 5725
De conformidad con lo previsto en los artículos 242, numeral 2 y 278, numeral 5, de la Constitución Política, procedo a rendir concepto en relación con la demanda que, en ejercicio de la acción pública consagrada en los artículos 40, numeral 6 y 242, numeral 1º de la Carta, instauró el ciudadano CAMILO ANDRÉS RODRÍGUEZ RODRÍGUEZ contra el artículo 11 de la Ley 89 de 1890, cuyo texto se transcribe a continuación. 

LEY 89 DE 1890
(25 de Noviembre)
Por la cual se determina la manera como deben ser gobernados los salvajes que vayan reduciéndose a la vida civilizada
El congreso de Colombia
Decreta:

(…)
CAPITULO II

Organización de los Cabildos de indígenas

Articulo 11º.

Las controversias entre indígenas de una misma comunidad, o de éstos contra los Cabildos, por razón de uso de los resguardos o de los límites de las porciones de que gocen, serán resueltas por el Alcalde del Distrito Municipal a que pertenezcan, quien los oirá en juicio de policía en la forma que lo indiquen las disposiciones de la materia; cuyas resoluciones serán apelables ante los Prefectos de las Provincias, y las de éstos ante los Gobernadores de Departamento.

(…)

1.
Planteamientos de la demanda

A juicio del demandante, la norma acusada desconoce la jurisdicción indígena prevista en el artículo 246 superior, al determinar que las controversias entre indígenas de una misma comunidad, o de éstos contra los Cabildos, por razón de uso de los resguardos o de los límites de las porciones de que gocen, serán resueltas por autoridades ajenas a ellos.
2.
Problema jurídico
Corresponde al Ministerio Público determinar si la norma acusada desconoce la jurisdicción indígena, prevista en el artículo 246 superior, al determinar que las controversias entre indígenas de una misma comunidad, o de éstos contra los Cabildos, por razón de uso de los resguardos o de los límites de las porciones de que gocen, serán resueltas por autoridades ajenas a dichos  pueblos indígenas.
Sobre el particular el Procurador General de la Nación ha de conceptuar lo siguiente:

3.
Análisis de constitucionalidad
La Carta Política en los artículos 1º, 7º y 8º estableció un Estado Social y Democrático de Derecho, organizado como república unitaria, democrática, participativa y pluralista, que reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la Nación, lo mismo que sus riquezas culturales.

Como una manifestación del pluralismo, la Constitución reconoció la jurisdicción indígena, al señalar en el artículo 246 que las autoridades de dichos pueblos podrán ejercer funciones jurisdiccionales dentro de su territorio, de conformidad con sus propias normas y procedimientos, los cuales deben ajustarse a la Constitución y las leyes de la República. Pero dado que Colombia es un estado unitario, la misma disposición determina que la ley debe establecer las formas de coordinación de esa jurisdicción especial con el sistema judicial nacional.

En este orden, es fácil deducir que la norma acusada, que fue expedida con anterioridad a la Carta Política de 1991, no previó la jurisdicción especial indígena que sí fue contemplada en el artículo 246 de dicho ordenamiento, pues le atribuyó a las autoridades del orden territorial competencia para resolver las controversias que se suscitaran entre miembros de una misma comunidad, o de éstos contra los Cabildos, lo cual actualmente riñe con el principio de pluralismo y desconoce la diversidad étnica y cultural de la nación colombiana (arts. 1, 7, 8 C.P.).
Sobre el particular, la Corte Constitucional en la sentencia T-254-94, expresó lo siguiente:

“La Constitución autoriza a las autoridades de los pueblos indígenas el ejercicio de funciones jurisdiccionales dentro de su ámbito territorial, de conformidad con sus propias normas y procedimientos, siempre y cuando no sean contrarios a la Constitución y a la ley. De otra parte, al Legislador corresponde la obligación de regular las formas de coordinación de esta jurisdicción con el sistema de justicia nacional (CP art. 246)” 
.
Por otra parte, según el artículo 8 del Convenio 169 de la OIT, aprobado por la Ley 21 de 1991 y que forma parte del bloque de constitucionalidad, es deber de los Estados tener en cuenta las costumbres y el derecho consuetudinario de los pueblos indígenas al momento de aplicar la Legislación Nacional (num. 1).“2. Dichos pueblos deberán tener el derecho de conservar sus costumbres e instituciones propias, siempre que éstas no sean incompatibles con los derechos fundamentales definidos por el sistema jurídico nacional ni con los derechos humanos internacionalmente reconocidos. Siempre que sea necesario, deberán establecerse procedimientos para solucionar los conflictos que puedan surgir en la aplicación de este principio”.
Así mismo, el Tribunal Constitucional en la sentencia C-139-96, a través de la cual declaró inexequibles los artículos 1, 5 y 40 de la Ley 89 de 1890, se refirió a la jurisdicción indígena así: 
“Si bien el legislador tiene competencia para establecer las directivas de coordinación entre el sistema judicial indígena y el nacional, la eficacia del derecho a la diversidad étnica y cultural y el valor del pluralismo pueden ser logrados satisfactoriamente sólo si se permite un amplio espacio de libertad a las comunidades indígenas, y se deja el establecimiento de límites a la autonomía de éstas a mecanismos de solución de conflictos específicos, como las acciones ordinarias o la acción de tutela. Estos mecanismos, además, cumplen el requisito establecido por el numeral 2 del artículo 8 del Convenio 169 de la OIT (“Sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes”), incorporado a nuestra legislación mediante la Ley 21 de 1991

El procedimiento de solución de dichos conflictos debe atender las circunstancias del caso concreto: la cultura involucrada, el grado de aislamiento o integración de ésta respecto de la cultura mayoritaria, la afectación de intereses o derechos individuales de miembros de la comunidad, etc. Corresponderá al juez aplicar criterios de equidad, la “justicia del caso concreto” de acuerdo con la definición aristotélica, para dirimir el conflicto, teniendo en cuenta los parámetros constitucionales y jurisprudenciales establecidos al respecto. 

Por último, considera la Corte la facultad de las autoridades de los pueblos indígenas de dictar sus propias normas y procedimientos, dentro de los límites establecidos por la Constitución y la ley. Esta facultad es resultado directo del texto del artículo 246 de la Carta, que tiene eficacia autónoma y que, por tanto, regula la potestad legislativa y jurisdiccional otorgada a las comunidades indígenas”. (Negrilla fuera de texto).
Lo expuesto en precedencia lleva a esta Vista Fiscal a concluir que el artículo 11 de la ley 89 de 1890 desconoce la jurisdicción indígena y por lo tanto debe ser declarado inexequible por violar los artículos 1, 7, 8 y 246 de la Constitución.

5. Conclusión
En mérito de lo expuesto el Procurador General de la Nación solicita a la Corte Constitucional declarar INEXEQUIBLE el artículo 11 de la Ley 89 de 1890.
Señores Magistrados,  
ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO
Procurador General de la Nación

GMR/MLOvalleB.
� Sentencia T-254/94. Magistrado Ponente: Eduardo Cifuentes Muñoz.
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